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USO DE DOCUMENTO PÚBLICO FALSO Y FRAUDE PROCESAL / NOTARIA / REGISTRO / RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS EN VENTA ILEGITIMA DE PREDIO / CONFIRMA - El acusado era sabedor que no podía obrar en la forma en que lo hizo, no solo por no contar con la representación legal de la organización sindical a nivel nacional, sino porque los avales que obtuvo no eran los debidos en una situación como la aquí denunciada, ni los términos de la negociación estuvieron ajustados a los parámetros preestablecidos. Se presentó por tanto un uso indebido del documento espurio a sabiendas de la causación de un daño.

(…)
Se pretende ahora sostener que en ninguna de esas actuaciones propias del registro participó el acusado, lo que por supuesto, como ya se dijo, se sale de contexto; pero además, que no se allegó prueba respecto a que él se quedara con el multimillonario capital restante fruto de la venta, como queriéndose decir que la carga de la prueba en tal sentido le correspondía al Estado y que el procesado CAMILO ESCOBAR no estaba en la obligación de ofrecer ninguna explicación a ese respecto. Pero nada más alejado de la realidad, por lo siguiente:

El delito se entiende configurado en el momento de su consumación, no se requiere la demostración de su perfeccionamiento o agotamiento. Es suficiente con probar, como aquí efectivamente quedó establecido, que fue el vendedor CAMILO ALBERTO quien recibió el dinero producto de esa transacción, por demás curiosamente “en efectivo” -según se lee en el texto de la escritura- de manos del comprador, sin que se tenga adicionalmente que demostrar que fue él -el acusado- quien se lo gastó o se lo consumió. Lo importante es que ese caudal nunca llegó a las arcas del sindicato como se supone tenía que ser de conformidad con las normas estatutarias. 

Tercera conclusión: El comportamiento llevado a cabo frente al Registrador de Instrumentos Públicos sí es constitutivo de fraude procesal, y esa conducta la llevó a cabo el vendedor por intermedio del comprador, objetivo hacia el cual dirigió todos sus esfuerzos, incluido el levantamiento de la anotación del usufructo o servidumbre que había sido diseñada para evitar una tal transacción que daría lugar a la consumación de un apoderamiento en perjuicio de los asociados de esa organización sindical, y en beneficio propio o de terceros.
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  ACTA DE APROBACIÓN N° 408
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Mayo 17 de 2018. 8:02 a.m.

	Imputado: 
	Camilo Alberto Escobar Gómez

	Cédula de ciudadanía:
	19´452.426 de Pereira (Rda.)

	Delito:
	Uso de documento público falso y fraude procesal

	Víctima:
	Sindicato Nacional de Trabajadores del ISS y demás Entidades de la Seguridad Social -SINTRAISS-

	Procedencia:
	Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira

	A
sunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena emitida en febrero 24 de 2016.  SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.-  Se conoció la presente investigación por denuncia que formulara el señor SAÚL PEÑA SÁNCHEZ en su condición de Presidente Nacional del Sindicato de Trabajadores del Instituto de los Seguros Sociales y demás entidades de la Seguridad Social “SINTRAISS”.

Acorde con la acusación y la narración del acontecer fáctico descrito en la sentencia que se revisa, se asegura que mediante escritura pública 1129 de 1975 el SINDICATO DE TRABAJADORES DE LA CAJA SECCIONAL DE LOS SEGUROS SOCIALES DE RISARALDA, con personería jurídica 382 de 1958, adquirió el inmueble denominado HAWAY, con matrícula inmobiliaria 29010418, y ubicado en el corregimiento de Cerritos del municipio de Pereira.

Mediante Resolución 11 del 26 de febrero de 1982 aquel sindicato se fusionó con el SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES DEL INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES (SINTRAISS), con personería jurídica 1411 de 1958, a consecuencia de lo cual quedó cancelada la personería de la CAJA SECCIONAL, situación que dio lugar a que todos sus afiliados y bienes quedaran en cabeza del sindicato nacional.
De ese modo, la organización seccional o departamental se constituyó en una subdirectiva sometida a los estatutos nacionales, los cuales disponen que la enajenación de bienes es facultad indelegable de la Asamblea Nacional o de la Junta Directiva Nacional, y se ejerce a través del representante legal que es el Presidente Nacional.  

No obstante lo anterior, el señor CAMILO ALBERTO ESCOBAR GÓMEZ quien fungía como Presidente de la Subdirectiva Risaralda, procedió a vender el inmueble HAWAY al señor FRANCISCO HORACIO GIRALDO CASTAÑO a través de la escritura pública 6338 autorizada en la Notaría Quinta de Pereira en noviembre 23 de 2011, por la suma de quinientos ochenta millones de pesos ($580’000.000.oo), para cuyo efecto presentó como soporte los siguientes documentos: (i) certificación expedida por la Coordinadora del Grupo de Archivo Sindical del entonces Ministerio de la Protección Social, donde se refirió a CAMILO ALBERTO ESCOBAR GÓMEZ como presidente “y representante legal”, situación anómala que posteriormente fue reconocida por la misma servidora, lo mismo que por la posterior Coordinadora del Grupo de Archivo; (ii) acta de asamblea de miembros de la subdirectiva donde en abierta contrariedad de los estatutos “autorizaron” al presidente de la subdirectiva para vender el inmueble, con una finalidad específica que tampoco se cumplió; y (iii) estudio del valor comercial del inmueble que lo estableció en mil setecientos noventa millones ochocientos ochenta mil pesos ($1.790’880.000.oo), el cual era conocido por los miembros de las subdirectivas que participaron de la Asamblea y aun así autorizaron la venta.     

Parte de la suma recaudada por la venta -que en la escritura fue de quinientos ochenta millones de pesos ($580’000.000.oo), pero que se reconoció posterior y documentalmente por el acusado en setecientos millones de pesos ($700’000.000.oo), y por el comprador en mil doscientos millones de pesos ($1.200’000.000.oo)-, se repartió entre varios de los participantes de la Asamblea Seccional partiendo del menor valor por parte del señor ESCOBAR GÓMEZ, pero el resto del capital se perdió porque nunca fue consignado en las arcas de la organización como era lo debido según los estatutos.   
1.2.-  En audiencia preliminar llevada a cabo en febrero 12 de 2014 por el Juzgado Segundo Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), se formuló imputación al señor CAMILO ALBERTO ESCOBAR por los delitos de uso de documento público falso -art. 291 C.P.-, obtención de documento público falso -art. 288 C.P.-, estafa -art. 246 C.P.-, y fraude procesal -art. 453 C.P.-, cargos que NO ACEPTÓ.
1.3.- El ente fiscal presentó escrito de acusación (julio 1 de 2014) ante el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), despacho que procedió a realizar las audiencias de formulación de acusación (octubre 20 de 2014), preparatoria (abril 27 de 2015), juicio oral (agosto 4 y 5 y noviembre 12 y 27 de 2015), y lectura de sentencia (febrero 24 de 2016), por medio de la cual: (i) se condenó al procesado en congruencia con dos de los cargos atribuidos, esto es: fraude procesal y uso de documento público falso; (ii) se le impuso pena privativa de la libertad de 8 años de prisión e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso; (iii) se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, pero se le concedió la prisión domiciliaria ordinaria; (iv) se absolvió por los delitos de obtención de documento público falso y estafa; (v) se anuló la escritura pública 6338 de 2011 protocolizada en la Notaría Quinta del Circulo de Pereira, la anotación 13 que obra en el registro de tradición correspondiente a la matrícula inmobiliaria 29010418, y cualquiera posterior -el bien retorna a su legal propietario SINTRAISS-; y (vi) se compulsaron copias para que el procesado ESCOBAR GÓMEZ sea investigado como probable autor del delito de enriquecimiento ilícito de particulares.
1.4.- Frente a la citada determinación la defensa interpuso recurso de apelación que sustentó en forma escrita dentro de los cinco días siguientes, el cual fue concedido en el efecto suspensivo y en consecuencia se dispuso el envío de la actuación a esta Corporación con el fin de desatar la alzada.
2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente- 

Adujo que en el presente asunto se conformó ilegalmente una organización sindical paralela a la ya existente “SINTRAISS”, como lo fue “SINTRAISS  Y DEMÁS ENTIDADES DE LA SEGURIDAD SOCIAL”.

El predio materia de cuestionamiento en este asunto fue enajenado por su verdadero dueño, es decir, “SINTRAISS”, con el cumplimiento de sus estatutos, no los de otra organización sindical “de hecho”. Así, el presidente nacional autorizó la venta a través del presidente de la subdirectiva a nombre de quien figuraba el predio. 
Los estatutos autorizan a los presidentes de las subdirectivas de “SINTRAISS” a enajenar el bien con el allegamiento de la documentación presentada de buena fe ante los funcionarios que dieron validez al acto, por lo cual no hubo engaño a dichos funcionarios.

En el documento -certificación- no se está diciendo que el acusado fuera el presidente o representante a nivel nacional, sólo que él hace parte de la Subdirectiva Seccional Risaralda; luego entonces, no se entiende por qué se cuestiona que ese documento tiene un contenido ideológicamente falso, si no se sabe cuál fue la presunta falsedad que se plasmó en esa certificación.

No hay afirmaciones falsas en el documento porque su cliente tenía la calidad de presidente pero de la Subdirectiva Seccional Risaralda y así fue certificado. En otras palabras, en ese documento se certificó la verdad, esto es, que CAMILO era el presidente del sindicato de trabajadores del Seguro Social Seccional Risaralda y era a su vez su representante legal. 
La certificación de la nueva Coordinadora de Grupo de Archivo Sindical dedujo que aquella certificación fue decisión de quien para la fecha de emisión así lo determinó.

Su representado nunca imaginó que viniendo del Ministerio de la Protección Social dicha certificación, tuviera alguna irregularidad, además ya había solicitado autorización a la Asamblea Nacional y Seccional de Risaralda para vender el bien.
De haber sabido que el documento no correspondía a la verdad, habría solicitado, en lugar de la autorización para la venta, un poder del representante legal nacional, Dr. ALBERTO PARDO. Y precisamente ALBERTO PARDO, Presidente Nacional del sindicato, indicó en juicio que el sindicato legal era el liderado por él, y aseguró que para la época de los hechos CAMILO ALBERTO ostentaba el cargo de presidente de la Subdirectiva Seccional Risaralda.

El libelista añade estas otras aseveraciones: (i) el documento consigna que el presidente también era el representante legal a nivel nacional, seccional y de comisiones; (ii) la venta del inmueble fue autorizada por la asamblea nacional y seccional; (iii) la Fiscalía no probó que el dinero producto de la venta quedó en manos del acusado; (iv) los documentos soporte de la escritura pública fueron acordes con la verdad porque en ninguno se plasmó falsedad alguna; (v) no se presentó el delito de fraude procesal, porque si el documento en cuestión no era falso, no pudo servir de engaño al notario, entre otras cosas, porque el notario no es un servidor público aún cuando cumpla funciones públicas, e incluso tampoco se puede hablar de fraude procesal ante la Oficina de Registro e Instrumentos Públicos porque a pesar de que los funcionarios de allí son servidores públicos y producen actos administrativos, en el caso de la inscripción de una escritura pública de compraventa de inmueble, no se está frente a un acto decisivo, ni frente a una sentencia o una resolución, sino frente a un mero “acto publicitario”, como quiera que el acto de inscripción de un acto administrativo crea efectos frente a terceros y su único fin es generar publicidad, luego entonces, no se estaría violentando la eficaz y recta impartición de justicia como bien jurídico tutelado; y, finalmente (vi) si el documento -certificación- expedido por el Ministerio de la Protección Social no es falso, por cuanto allí no hay manifestaciones falsas, como lo asegura, entonces el registrador no incurrió en ningún error y por ende no hay fraude procesal. 
2.2.- Acusado -no recurrente- 
El procesado no declaró en juicio, ni tampoco se hizo presente a la audiencia de lectura de fallo, a consecuencia de lo cual tampoco interpuso recurso en forma personal y directa contra la decisión de condena; sin embargo, pretendió interponer una apelación complementaria a la presentada por el defensor, empero,  su escrito fue recibido dentro del término dispuesto para los no recurrentes y por tanto se le tuvo como tal.

Comenzó su disertación afirmando que la Resolución 11 de 1982 no tiene eficacia porque al crearse un nuevo sindicato el Ministerio de Trabajo no hizo declaratoria de fusión, por lo tanto no puede tenerse como cierta la citada fusión ni darle eficacia probatoria por constituir una prueba ilegal. 
Sobre la certificación expedida en noviembre 16 de 2011 por parte de la Coordinadora del Grupo Archivo Sindical del Ministerio de la Protección Social, asegura que está revestida de la presunción de legalidad por ser un documento público, luego entonces, es auténtico el documento que se presentó al notario.

No puede darse credibilidad a todos los funcionarios públicos adscritos al Ministerio de Trabajo que fueron al juicio, porque sería patrocinarles su propia culpa y posiblemente su prevaricato por acción al extralimitarse en el ejercicio de sus funciones o competencias. 
Debe tenerse en cuenta que dicho documento -certificación-, nunca fue tachado de falso en la notaría, que era uno de los momentos para que ocurriera ese acto procesal.

Aduce que no fue él quien trasladó la escritura pública de la Notaría Quinta hacia la Oficina de Registro e Instrumentos Públicos, por tanto no es cierto que haya realizado los actos consumativos a los que se refiere el fallador.

Dentro de los diferentes depósitos que se hicieron ante el Ministerio de Trabajo, la funcionaria que expidió la certificación encontró una reforma de estatutos que le daba la legitimidad a él para representar a la persona jurídica, y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 64 y 65 de esos estatutos: los miembros directivos del sindicato seccional sí están legitimados para asumir la representación legal.

Solicitó en esos términos la revocatoria de la decisión de condena y en su lugar se le absuelva de los cargos por los que fue condenado. Así mismo, que se ordene la compulsa de copias contra los mismos denunciantes como quiera que de acuerdo con las pruebas recolectadas en juicio, se evidencia que ellos sí son los autores del delito de fraude procesal.
2.3.- Fiscal -no recurrente- 
Solicita se confirme en su integridad la sentencia condenatoria en los términos en que fue proferida, como quiera que resulta suficiente la prueba aducida en la audiencia de juicio oral en cuanto con ella se logró demostrar la responsabilidad del aquí encartado en los delitos por los cuales finalmente se profirió condena. 
2.4.- El comprador en condición de afectado 

Estando el proceso en trámite de esta segunda instancia, se recibió un memorial suscrito por un apoderado designado por el comprador del inmueble objeto de debate, por medio del cual se solicita el reconocimiento de víctima en la persona del señor FRANCISCO HORACIO GIRALDO CASTAÑO, y no de un mero tercero incidental como lo entendió el a quo, como quiera que no solo fue perjudicado directo con la ilicitud, sino que finalmente resultó afectado con las determinaciones adoptadas por parte del fallo de primera instancia, en cuanto se dispuso la anulación de la escritura pública y la anotación en el Registro de Instrumentos Públicos del inmueble que había adquirido por compra hecha con el aquí procesado ESCOBAR GÓMEZ.

A partir de allí pide que se eche para atrás lo decidido y en su lugar se disponga la suspensión de las órdenes de anulación, para abrir paso al reconocimiento y pago de unas mejoras que efectuó en el predio, como quiera que ello le genera un mejor derecho frente a la otra víctima reconocida en el proceso -el Sindicato Nacional de Trabajadores del ISS-, y de no procederse en tal sentido se estaría patrocinando por la judicatura un enriquecimiento sin causa por parte de esa organización sindical. 
3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por las partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado

Corresponde al Tribunal establecer si la decisión de condena emitida contra el acusado CARLOS ALBERTO ESCOBAR GÓMEZ se encuentra acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y en su reemplazo al proferimiento de una sentencia absolutoria.

3.3.- Solución a la controversia

No observa la Colegiatura la existencia de vicios sustanciales que afecten garantías fundamentales de las partes e intervinientes, puesto que el trámite de todas las etapas procesales se surtió con acatamiento del debido proceso, y los medios de conocimiento fueron incorporados en debida forma, en consonancia con los principios que rigen el sistema penal acusatorio, por lo que se pasará a analizar de fondo el fallo confutado.

Con fundamento en el principio de limitación que orienta la competencia funcional por parte de la segunda instancia, el Tribunal como juez ad quem solo puede penetrar en el estudio de los temas planteados por la parte recurrente -en nuestro caso la defensa-, situación que igualmente se encuentra delimitada por el llamado principio de selección probatoria al que aludió la H. Corte Suprema de Justicia en providencia de octubre 21 de 2013 bajo el radicado 39611. De ese modo, aunque sería relevante hacer algunas anotaciones y/o precisiones con respecto a los tipos penales de obtención de documento público falso y estafa, por los cuales fue absuelto el acusado ESCOBAR GÓMEZ, ello no podrá ser en cuanto la delegada fiscal se conformó con el fallo de primer grado en los términos en que fue confeccionado y no interpuso recurso alguno frente a las conclusiones a las cuales llegó el a quo respecto a esos dos específicos punibles; empero, algo tendrá que decirse más adelante al menos con respecto al tipo penal de estafa, como quiera que un memorial allegado por el comprador, quien asegura ser víctima de ese punible, da lugar a analizar su incidencia en lo que hace relación con el tema de los perjuicios. Siendo así, la argumentación de la Corporación en materia penal se debe circunscribir a los restantes ilícitos por los cuales sí fue emitida condena y existe oposición tanto por la defensa como por el procesado –unidad defensiva-, nos referimos a los injustos de uso de documento público falso y fraude procesal.
En primer término se hará precisión en orden cronológico de los hechos y circunstancias relevantes que en criterio del Tribunal se encuentran debidamente probados en el plenario, en aras de delimitar el contexto en el que acaeció el acontecimiento que es materia del presente pronunciamiento. Son ellos:
- Por escritura pública 1129 de octubre 13 de 1975 el SINDICATO DE TRABAJADORES DE BASE DE LA CAJA SECCIONAL DE LOS SEGUROS SOCIALES DE RISARALDA adquiere el predio denominado HAWAY.
- Según Resolución 11 del 26 de febrero de 1982, aquél sindicato SE FUSIONÓ con el SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES DEL INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES (SINTRAISS), a consecuencia de lo cual quedó CANCELADA la personería de la CAJA SECCIONAL, y sus afiliados y bienes quedaron en cabeza del sindicato nacional.
- En marzo de 2009, la organización SINDICATO NACIONAL DE TRABAJDORES DEL INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES Y DEMAS ENTIDADES DE SEGURIDAD SOCIAL “SINTRAISS” aprobó una reforma estatutaria en la cual quedó consignado en su artículo 64 lo siguiente: “Funciones del presidente: El presidente de la Junta Directiva tiene la representación legal del Sindicato y por lo tanto puede celebrar contratos, otorgar poderes, etc, pero requiere para tales actividades, autorización previa de la Asamblea General o de la Junta Directiva”.

- En noviembre 16 de 2011, a instancias del hoy procesado CAMILO ALBERTO ESCOBAR, en tiempo récord, e incluso extrañamente con una fecha anterior a la que presenta la solicitud recibida -como lo puso de presente y explicó en forma detallada el Director Territorial del Ministerio Dr. CARLOS ALBERTO BENTACOURT GÓMEZ-, la Coordinadora del Grupo de Archivo Sindical del para ese entonces Ministerio de la Protección Social, ÁNGELA ARIAS CASTELLANOS, expidió una certificación en la cual expresó textualmente que: “el señor ESCOBAR GÓMEZ es Presidente Y REPRESENTANTE LEGAL de la Subdirectiva Seccional Risaralda del SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES DEL INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES “SINTRAISS”.
- En noviembre 23 de 2011, no obstante lo expresado en los citados estatutos y utilizando como uno de los soportes la referida certificación, el hoy procesado CAMILO ALBERTO ESCOBAR GÓMEZ, en su condición de Presidente de una Subdirectiva -la de la Seccional Risaralda-, vendió el inmueble HAWAY al señor FRANCISCO HORACIO GIRALDO CASTAÑO con la aquiescencia de algunos miembros de la Asamblea Seccional, y les entregó a éstos parte de la suma recauda por la venta
.
- Justo al día siguiente, noviembre 24 de 2011, se asentó el registro de esa transacción en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta capital, la cual corresponde a la anotación No 13 del certificado de tradición de la matrícula inmobiliaria No 290-10418.
Con fundamento en esa realidad fáctica y probatoria, hay lugar a sostener que los problemas jurídicos que se suscitan en el caso que se juzga, cuya definición posee una incidencia directa en la decisión a adoptar, y que el Tribunal debe resolver porque provienen de las alegaciones de las partes e intervinientes, se pueden concretar de la siguiente manera: PRIMER TEMA: ¿existió o no existió un documento público falso?, interrogante que obliga a abordar los siguientes subtemas: ¿existía solo un sindicato a nivel nacional, o por el contrario coexistían válidamente dos sindicatos del ISS de ese orden?; ¿cuántos presidentes y cuántas juntas directivas podían representar legalmente a la organización sindical?; ¿el procesado tenía la condición de representante legal del Sindicato Nacional del ISS, o mejor, en su calidad de Presidente de una Subdirectiva Seccional -en nuestro caso de Risaralda- ejercía una representación legal que lo facultaba para dar en venta un predio perteneciente a esa entidad? SEGUNDO TEMA: ¿fue utilizado ese documento público falso a sabiendas para obtener un fin indebido?, lo que conlleva a los siguientes subtemas: ¿sabía o no sabía el acusado que entre sus facultades no estaba la de obrar en la forma en que lo hizo?; y por supuesto ¿los actos previos, concomitantes y subsiguientes de su parte enseñan un propósito ilícito, o por el contrario un obrar ajustado a derecho? TERCER TEMA: ¿se indujo en error a un servidor público para obtener sentencia, resolución o acto administrativo contrario a la ley?, situación que implica establecer estos subtemas: ¿lo obtenido no constituye ni sentencia, ni resolución, ni acto administrativo por tratarse simplemente de un acto de publicidad?; ¿tenía que ser directamente el acusado quien llevara la documentación pertinente ante el Registrador de Instrumentos Públicos?; ¿hubo abuso del poder de parte de las directivas nacionales al inscribir un usufructo del bien con miras a impedir la venta o alguna transferencia de la nuda propiedad?; y ¿se consumó la conducta ilícita atribuida, o se requería de un acto posterior para demostrar el perfeccionamiento?  Y, finalmente, CUARTO TEMA: ¿Hay lugar a reconocer la intervención del señor FRANCISCO HORACIO GIRALDO CASTAÑO a esta altura procesal al estimarse afectado en el presente asunto?, situación que da lugar a despejar estos subtemas: ¿hubo un adecuado entendimiento del delito de estafa?, ¿es una o son dos las víctimas en los ilícitos juzgados?, ¿debe concederse participación procesal al comprador con miras a intentar oponerse a las órdenes emitidas en la sentencia penal?, ¿puede hacer uso y en qué términos del incidente civil de reparación integral para intentar la reparación efectiva?
En su orden se tienen las siguientes consideraciones:

· PRIMER TEMA: EXISTENCIA DE UN DOCUMENTO PÚBLICO FALSO (¿había un solo sindicato a nivel nacional, o por el contrario coexistían válidamente dos sindicatos del ISS?; ¿cuántos presidentes y cuántas juntas directivas podían representar legalmente a la organización sindical?; ¿el procesado tenía la condición de representante legal del Sindicato Nacional del ISS, o mejor, en su calidad de Presidente de una Subdirectiva Seccional -en nuestro caso de Risaralda- ejercía una representación legal que lo facultaba para dar en venta un predio perteneciente a la entidad?)
El punto de partida forzoso para dilucidar el presente asunto es lo atinente a la existencia de un documento público ideológicamente falso, concretamente la certificación expedida en noviembre 16 de 2011 por la Coordinadora del Grupo de Archivo Sindical, ÁNGELA ARIAS CATELLANOS. Y se dice que ideológicamente falso, porque su contenido excedió la facultad certificadora de la citada funcionaria, muy específicamente cuando allí se sostiene que el hoy acusado CAMILO ALBERTO ESCOBAR GÓMEZ era el “REPRESENTANTE LEGAL” de la Subdirectiva Seccional Risaralda del SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES DEL INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES “SINTRAISS”. 
Tanto la Fiscalía, el apoderado de víctimas, la Procuradora Judicial, y el juez de la causa, coinciden en sostener que esa expresión fue indebida y contraria a la verdad, como quiera que la funcionaria del Ministerio de Protección no solo no tenía dentro de sus funciones el poder de certificar respecto a la representación legal del sindicato, sino que además esa calidad no la ostentaba ESCOBAR GÓMEZ. Y así es, porque la representación legal se extrae única y exclusivamente de lo establecido en los respectivos estatutos, y quien debe certificar una tal representación es el Secretario General del sindicato.
La defensa y el procesado sostienen, en contrario, que allí no existe falsedad por varios motivos: (i) la funcionaria del Ministerio se limitó a certificar lo que estaba consignado en el respectivo kárdex del archivo sindical, así que ella no se inventó nada; (ii) si obró de esa manera es una responsabilidad única y exclusivamente de esa funcionaria porque ello pertenece a su esfera funcional, además de tratarse de un documento público frente al cual opera la presunción de autenticidad; (iii) en ese documento no se dice mentiras porque en efecto el señor ESCOBAR GÓMEZ era para ese momento Presidente de la Subdirectiva Seccional Risaralda y tenía la representación legal de esa entidad según los estatutos; (iv) el procesado contó con la autorización del verdadero Presidente del Sindicato Nacional, JOSÉ ALBERTO PARDO BARRIOS, y se envió a una delegada en representación de la Junta Nacional para que supervisara la venta del citado inmueble, acorde igualmente con lo establecido en los estatutos; adicionalmente, se contó con la aprobación de esa transacción por parte de la Asamblea Seccional de afiliados de Risaralda, dado que el bien pertenecía a esta sede; y (v) la Fiscalía y el juez a quo no tuvieron en cuenta que aquí el fraude lo cometió el grupo liderado por quien figura como denunciante, SAÚL PEÑA SÁNCHEZ, porque quisieron conformar en forma independiente un sindicato de “industria” o “por rama de actividad económica” para poder seguir albergando a los afiliados que habían dejado de pertenecer al ISS, por encima de los verdaderos trabajadores de la entidad que no querían la conformación de ese nuevo sindicato y en cambio deseaban la continuidad de la asociación de “base” o “empresa” que siempre había existido. Y se añade que ese fraude está demostrado porque esta nueva entidad pretendió, sin éxito, depositar en el Ministerio de Protección Social los nuevos estatutos que imponían sus propias reglas, ya que esa pretensión fue rechazada según consta en sentencia del Consejo de Estado de octubre 16 de 2014, en el expediente 2008-00034-01.
Desde luego, el Tribunal debe tomar partido en tan singular controversia, y lo hará con fundamento, como tiene que ser, en la realidad que enseñan las pruebas válida y oportunamente allegadas a la presente actuación. Y en ese sentido se aprecia lo siguiente:

No hay duda y no puede haberla, en el sentido que SOLO HAY UN SINDICATO NACIONAL VÁLIDO, no pueden haber dos en forma simultánea. De igual modo, SOLO HAY UN PRESIDENTE NACIONAL, y, de contera, obviamente, SOLO PUEDE EXISTIR UN ÚNICO REPRESENTANTE LEGAL. Y tiene que ser así porque SOLO EXISTE UNA PERSONERÍA JURÍDICA VIGENTE y no pueden coexistir dos sindicatos con una misma personería jurídica. 
Se pretende en la tesis defensiva asegurar que el fraude proviene de las personas que conformaron el denominado SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES DEL INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES Y DEMÁS ENTIDADES DE SEGURIDAD SOCIAL “SINTRAISS”, encabezada por el Presidente y Representante Legal SAÚL PEÑA SÁNCHEZ, quienes pretendieron desconocer indebidamente y sin éxito el verdadero SINDICATO NACIONAL DEL ISS bajo la presidencia de PARDO BARRIOS, del cual -se asegura- dependía y sigue supuestamente dependiendo LA CAJA SECCIONAL DE LOS SEGUROS SOCIALES DEL RISARALDA a cuyo nombre figura el bien HAWAY materia de enajenación. Pero ocurre que esa aseveración es inatendible, porque se pasa por alto una realidad jurídica innegable, nada distinto a que: MEDIANTE RESOLUCIÓN 00011 DE FEBRERO 26 DE 1982 (PRUEBA No 08 DE LA FISCALÍA) EL REFERIDO SINDICADO DE TRABAJADORES DE LA CAJA SECCIONAL DE LOS SEGUROS SOCIALES DEL RISARALDA QUE TENÍA PERSONERÍA JURÍDICA 382 DE 1958 Y A NOMBRE DEL CUAL FIGURABA EL INMUEBLE CON MATRÍCULA INMOBILIARIA 290-10418 DENOMINADO HAWAY, SE FUSIONÓ CON EL SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES DEL INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES (SINTRAISS), CON PERSONERÍA JURÍDICA 1411 DE 1958, A CONSECUENCIA DE LO CUAL LA PERSONERÍA DE LA CAJA SECCIONAL QUEDÓ CANCELADA, Y POR TANTO LOS AFILIADOS Y BIENES QUEDARON EN CABEZA DEL SINDICATO NACIONAL. 
Se extrae de lo anterior, como también es sabido conforme a los estatutos, que la citada CAJA SECCIONAL del Risaralda, al igual que las restantes del país, pasaron a ser Subdirectivas, y aunque estas tienen a su vez un Presidente, que para el caso de Risaralda lo era el hoy procesado CAMILO ALBERTO ESCOBAR, no podía ser a su vez representante legal del SINDICATO NACIONAL, porque como lo indica el literal k) del artículo 65 de los estatutos: “Las funciones del Presidente de la Junta Directiva de las Sub-directivas o Comités, serán las mismas determinadas para el Presidente de la Junta Directiva Nacional, con las limitaciones y modalidades propias que imponga el carácter de las respectivas juntas, pero dentro de su jurisdicción” -negrillas excluidas-. 
Queda claro entonces, que si la CAJA SECCIONAL del Risaralda había perdido su personería jurídica y por tanto la AUTONOMÍA a raíz de la decretada FUSIÓN, el hoy procesado ESCOBAR GÓMEZ no podía pretender ser representante legal de esa entidad a nivel nacional, y por supuesto no estaba facultado para proceder a vender el predio HAWAY en la forma en que lo hizo, como quiera que ya la titularidad estaba en cabeza de la organización a nivel central. Lo dicho, sin que quepa como justificación el hecho de haber contado con la autorización del PRESIDENTE DEL OTRO SINDICATO NACIONAL SUPUESTAMENTE COEXISTENTE, JOSÉ ALBERTO PARDO BARRIOS, y de una delegada que vino a supervisar la venta, porque esa autorización la tenía que recibir del Presidente del SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES DEL INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES Y DEMÁS ENTIDADES DE SEGURIDAD SOCIAL “SINTRAISS”, cargo que para ese entonces estaba en cabeza del señor SAÚL PEÑA SÁNCHEZ, quien además debía contar con la previa aprobación de la ASAMBLEA GENERAL. 
En su memorial, el procesado adicionó a su favor los siguientes argumentos en contra de ese acto administrativo de fusión: (i) se debe analizar ese acto de fusión como medio de disolución de un sindicato porque no cumple las exigencias legales y es nulo de pleno derecho, por lo mismo inexistente; y (ii) también se debe analizar la figura del decaimiento, porque el Ministerio del Trabajo no realizó desde esa declaratoria de fusión, ningún acto que: “velara por el cumplimiento del acto administrativo que había decretado esa fusión”. A todo lo cual corresponde decir: 
Que se sepa esa fusión fue real y está vigente, ningún sujeto procesal la negó, ni tampoco se adujo una decisión judicial que aniquilara su existencia, con lo cual, se encuentra amparada por la presunción de legalidad, misma que no se puede pregonar de la certificación aducida, como se pasará a explicar más adelante. E incluso, para el caso en estudio, las Seccionales siguieron subsistiendo luego de esa fusión, solo que pasaron a ser Subdirectivas del nivel central y por tanto quedó una sola personería jurídica con una única representación legal del orden nacional. Precisamente por ello, acorde con los estatutos también vigentes, las Subdirectivas no gozan de autonomía al menos tratándose de la enajenación de bienes, por cuanto se requiere la autorización de la Asamblea General de Delegatarios. 

El pretendido “decaimiento” tampoco tiene fundamento, como quiera que una supuesta omisión de parte del Ministerio no se discutió ante el juez a quo, ni se indican cuáles son esas pruebas que se anuncian acerca de una tal omisión que da lugar a la aplicación de esa figura, y que a su vez permita asegurar que esa fusión debe asimilarse a una prueba iícita. 
Con todo lo anterior, ahora sí se puede comprender mejor la razón por la cual se considera que la certificación expedida por la funcionaria del Ministerio de Protección tenía un contenido ideológicamente falso, ya que al afirmar que el señor CAMILO ALBERTO ESCOBAR GÓMEZ no solo era Presidente sino “REPRESENTANTE LEGAL”, se le dotaba de un poder con el cual no contaba. Y era tan importante, trascendente y relevante esa aseveración en ese certificado, que de no constar allí esa representación, ESCOBAR GÓMEZ no habría podido acudir ante el Notario Quinto del Circulo de Pereira para celebrar el contrato de venta con el comprador FRANCISCO HORACIO GIRALDO CASTAÑO. Así de sencillo. 
Y no se puede poner en duda que el proceder de la citada funcionaria -Ángela Arias Castellanos- constituyó un error, por múltiples razones: 
1.- Porque ella misma aceptó en una comunicación escrita de febrero 01 de 2012 dirigida al señor JOSÉ FABIÁN ARDILA en su condición de directivo del sindicato (prueba No 17 de la Fiscalía), que había sido un error de su parte el mencionar en ese certificado lo de la “representación legal”. Textualmente manifestó en la parte pertinente lo siguiente: “En cuanto a la certificación expedida por esta oficina el pasado 16 de noviembre de 2011, a la 4:15 p.m., efectivamente se estableció en uno de sus apartes que el señor CAMILO ALBERTO ESCOBAR GÓMEZ aparece como Presidente y Representante Legal de la organización sindical SINTRAISS Pereira; situación última que precisamente de manera involuntaria se escribió sin que realmente corresponda a esta dependencia certificarlo […] Este despacho desde luego conoce que la Personería Jurídica, Registro Sindical o actualmente Acta de Constitución de los sindicatos es única, es decir, que no cada Subdirectiva Seccional o Comité tiene una de manera individual […] Efectivamente y como se manifiesta en párrafo anterior, reitero que la expresión Representante Legal fue colocada de manera involuntaria y eso no quiere decir, como usted lo expresa, que la persona allí registrada actúe como tal, pues tal función está determinada en los Estatutos del Sindicato […]” -subrayado y negrillas excluidas-
2.- Hay incluso un dato sumamente relevante en esa misma respuesta de auto-admisión del error de la funcionaria, porque allí se deja en claro que en este caso NO EXISTEN DOS SINDICATOS NACIONALES, SINO UNO SOLO CON UNA SOLA PERSONERÍA JURÍDICA, cuando textualmente se aseguró: “Frente a la denominación del Sindicato, le manifiesto que de manera frecuente algunos dirigentes del sindicato efectúan ante el Ministerio depósitos de Reformas de Estatutos, de las cuales se desprende la información que se emite en las certificaciones. Esas reformas se dan tanto a nivel de la clasificación del Sindicato como de la misma denominación. Para el caso los nombre de: SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES DEL INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES “SINTRAISS” y SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES DEL SEGURO SOCIAL Y DEMÁS ENTIDADES DE SEGURIDAD SOCIAL “SINTRAISS” CORRESPONDEN A UNA MISMA ORGANIZACIÓN, es decir, la Personería Jurídica es la misma, lo que se ha modificado es el nombre a través de las citadas reformas estatutarias”. -negrillas y subrayado de la Sala-  

3.- La anterior información y ratificación del error, está corroborada con la ulterior comunicación enviada por la nueva Coordinadora del Grupo de Archivo Sindical -Natalia Ruiz Campuzano- al aquí acusado de fecha agosto 01 de 2013, cuando textualmente expresa: “Es de anotar que las certificaciones que expide la oficina en ningún momento manifiestan que quien ejerce las funciones de Presidente es igualmente el Representante Legal del sindicato, pues esta situación está determinada en los Estatutos de la Organización, quien tiene la plena autonomía para hacerlo. Sin embargo, la que le fue entregada a usted así lo manifiesta, muy seguramente porque fue decisión de quien para la fecha de emisión de la misma, es decir, la Coordinadora, así lo determinó”. –subrayado y negrillas por fuera del texto-
Para hacer más contundente lo que se acaba de asegurar respecto al citado error que contiene el certificado redargüido de falso, basta indicar que si se miran bien las fechas, se puede constatar que para el preciso instante en que se celebró la escritura pública objeto de censura (noviembre 23 de 2011), el Presidente y Representante Legal de la entidad era el señor SAÚL PEÑA SÁNCHEZ y no otro diferente, e incluso lo sigue siendo. Obsérvese:

Como prueba No 4 de la Fiscalía obra la certificación expedida por el Secretario General del Sindicado Nacional en el sentido que el citado SAÚL PEÑA SÁNCHEZ, es decir, el aquí denunciante, es el Presidente y Representante Legal del sindicato nacional de trabajadores del ISS. Y en una certificación del Ministerio del Trabajo -prueba No 05 de la Fiscalía- respecto a una constancia de depósito de noviembre 18 de 2011 -o sea cinco días antes de la susodicha venta-, se indica que en la Junta Directiva del Sindicado Nacional de Trabajadores del ISS de primer grado y por Rama de Actividad Económica, figura el señor SAÚL PEÑA como Presidente, y como secretario de asuntos jurídicos y laborales el señor ALBERTO PARDO BARRIOS. 
Todo lo anterior significa, conforme a lo constatado documentalmente, que si se sigue la secuencia de depósitos ante el Ministerio del Trabajo, la Junta Directiva Nacional y el Presidente Nacional para el preciso instante en que se llevó a cabo la venta por escritura pública del predio HAWAY (noviembre 23 de 2011), era la correspondiente a SINTRAISS Y DEMÁS ENTIDADES DE SEGURIDAD SOCIAL presidida por SAÚL PEÑA SÁNCHEZ, ya que el depósito registrado correspondiente a la entidad “SINTRAISS”, donde figura Presidente el citado ALBERTO PARDO BARRIOS, lo fue en forma posterior a la venta del predio, concretamente en diciembre 06 de 2011.

De suerte que, si la funcionaria del Ministerio tuviera en verdad esas atribuciones que se le quieren adjudicar por parte de la bancada defensiva, que repetimos no las tenía, necesariamente se hubiera visto en la obligación de asegurar en su certificación que el representante de la entidad era SAÚL PEÑA, no PARDO BARRIOS, y por supuesto mucho menos ESCOBAR GÓMEZ. 
Así que carece de sentido lo afirmado por el procesado en su escrito, cuando asevera que esa certificación sigue estando amparada con la presunción de autenticidad que se le otorga a los documentos públicos, con mayor razón cuando no hubo “tacha de falsedad” del mismo ante el Notario, porque ya se sabe que el Notario asume la veracidad de su contenido, y si en ese acto se le hizo incurrir en error, lo que procedía era la configuración de un delito de falsedad ideológica en documento privado, que finalmente no se ordenó investigar por violación del principio de congruencia. 

De otra parte, la manifestación defensiva referida a las maniobras infructuosas que realizó el grupo encabezado por el señor SAÚL PEÑA SÁNCHEZ para hacerse con el poder de la organización y que demuestran supuestamente que son éstos y no el aquí procesado los verdaderos autores del fraude, son igualmente inatendibles e intrascendentes. Así se asegura porque se hace referencia a una sentencia del Consejo de Estado de octubre 16 de 2014, con radicado 2008-00034-01, por medio de la cual se negó la nulidad y restablecimiento del derecho que el citado grupo del señor PEÑA intentó contra la Resolución 0004150 de diciembre 07 de 2007 de la Directora Territorial de Cundinamarca del Ministerio de la Protección Social que revocó de manera directa las Resoluciones 00002533 de septiembre 14 de 2006, 003175 de octubre 25 de 2006 y 003338 de noviembre 10 de 2006. Pero ocurre que de ese fallo se extraen dos situaciones relevantes: La primera, que esa situación se presentó, no por la carencia de legitimación en la causa por parte de las directivas del Sindicato Nacional de Trabajadores del Instituto de Seguros Sociales cuyo representante legal era justamente SAÚL PEÑA, sino por el no cumplimiento de los requisitos en la convocatoria para reformar los estatutos en el año 2006, ya que no fueron llamados a participar en la Asamblea General todos los delegados nacionales con derecho a concurrir a ese debate. Y la segunda, que el objeto de esa discusión jurídica ante el Consejo de Estado giró en torno a una reforma de los estatutos que se intentó en el año 2006, cuando es sabido que la reforma a los estatutos que sí fue aprobada y que sirve de referente para definir este proceso, datan del mes de marzo del año 2009, cuyo contenido consta en la prueba No 09 de la Fiscalía General de la Nación, y tienen sello de depósito ante el Ministerio de la Protección Social de marzo 22 de 2011, es decir, mucho antes de la venta materia de esta controversia que lo fue en noviembre 23 de 2011. Luego entonces, eran y son perfectamente aplicables sus disposiciones para el presente asunto, en particular las atinentes a la representación legal de la organización, a los trámites para la enajenación de bienes, a la manera de administrar los fondos, y a la forma de proceder al depósito de los recaudos, porque entre otras cosas, fue una prueba allegada por la Fiscalía sin oposición de la defensa, no existe información que controvierta su vigencia, y lo que básicamente aconteció con esa reforma estatutaria es que se varió el nombre del Sindicato Nacional para abarcar empleados que habían quedado por fuera del ISS en entidades del mismo sector, pero la personería jurídica siguió siendo la misma que venía desde 1958.
Lo que corresponde sostener en contrario, es que quien en realidad sí intentó infructuosamente hacerse con la Presidencia Nacional y representación legal del sindicato fue JOSÉ ALBERTO PARDO, persona que fracasó en ese intentó ante el Ministerio de Protección Social y ante la judicatura, como se desprende del concepto 01289 de 2006 y la Sentencia T-091/07, ya que procuró ocupar la jefatura en reemplazo de SAÚL PEÑA pero no le fue posible. En lo pertinente del fallo de tutela se dijo: “[…] es la organización sindical quien debe establecer en qué momento un directivo deja de formar parte de la misma, y si el vicepresidente ocuparía automáticamente el cargo de Presidente en el caso de retiro de la empresa del anterior presidente”, y más adelante: “En relación con lo afirmado por el señor Alberto Pardo, referente a la supuesta ilegalidad de los Conceptos 01289 del 06 de marzo de 2006 y No 02966 del 1 de junio de 2006, al no reconocer su derecho a reemplazar al Presidente del Sindicato Nacional de Trabajadores del Instituto de Seguros Sociales, la Sala considera que el accionante cuenta con la jurisdicción Contenciosa Administrativa para definir si, efectivamente, la opinión emitida por el Ministerio de Protección Social constituye un verdadero acto administrativo, frente al cual procede las acciones contenciosas”. 
Ante toda esa realidad procesal, la defensa hizo un denodado esfuerzo por intentar desestimar el valor de los citados estatutos y hacer revivir los anteriores, al igual que hacer primar el poder de un grupo sindical frente al otro, y para ello utilizó como estrategia el argumento según el cual el grupo de PEÑA SÁNCHEZ obró ilícitamente en ese sentido porque ya no podían pertenecer al sindicato “de base” o “de empresa” por estar por fuera del ISS, a consecuencia de lo cual le da mayor peso jurídico a este clase de sindicatos que a los denominados “de industria” o por “ramas de actividad económica”; empero, como atinadamente lo concluyó el a quo, esa argumentación si bien interesante, constituye un sofisma, como quiera que no resuelve lo verdaderamente trascendente en el presente asunto que desde luego tiene que solucionarse con la prueba válidamente allegada a la actuación: (i) el contenido falso de la certificación utilizada; (ii) la venta irregular del predio por un precio irrisorio; (iii) el desconocimiento de los únicos estatutos allegados como prueba; y (iv) la no consignación de los dineros producto de la venta en las arcas sindicales. Nada de lo cual se soslaya al afirmar que esos son temas que deberían resolverse por la vía del proceso civil o del laboral, como quiera que trascienden y de qué modo la esfera del derecho penal. 
Primera conclusión: No existen dos sindicatos sino uno, con una sola personería jurídica, del cual era y sigue siendo representante legal el señor SAÚL PEÑA SÁNCHEZ; en consecuencia, solo él con el aval de la Junta Directiva y de la Asamblea General de afiliados del orden Nacional, podía autorizar la venta de algún bien perteneciente a la organización. No era por tanto correcto que una funcionaria del Ministerio de la Protección Social del momento certificara que esa representación legal estaba en cabeza del hoy procesado CAMILO ALBERTO ESCOBAR GÓMEZ, en su condición de Presidente de una Subdirectiva, porque un obrar en tal sentido se prestaba, como en efecto lo fue, para burlar el conducto regular que existía en esta materia.
· SEGUNDO TEMA: UTILIZACIÓN DE ESE DOCUMENTO PÚBLICO FALSO A SABIENDAS PARA OBTENER UN FIN INDEBIDO (¿sabía o no sabía el acusado que entre sus facultades no estaba la de actuar en la forma en que lo hizo?; ¿los actos previos, concomitantes y subsiguientes de su parte enseñan un propósito ilícito, o por el contrario un obrar ajustado a derecho?)
Establecido como está que el documento expedido por la funcionaria del Ministerio de la Protección Social es ideológicamente espurio, lo que sigue es determinar si el procesado ESCOBAR GÓMEZ lo utilizó a su conveniencia para obtener un indebido beneficio personal y de terceros con el correlativo perjuicio para la entidad que aseguró representar. 
A demostrarlo conspiran un sinnúmero de circunstancias. Obsérvese:

- Lo primero y más contundente, es que el hoy procesado en su condición de afiliado al sindicato por muchos años y miembro directivo de la organización, era bien consciente de la citada fusión entre la CAJA SECCIONAL y el SINDICATO NACIONAL, luego entonces, no ignoraba que la entidad que presidía era una Subdirectiva Seccional sin personería jurídica propia y por lo mismo sin autonomía, y que como tal tenía claras limitaciones según los estatutos aprobados. No obstante y sin razón, insistió tozudamente en que sí poseía ese poder y puso en marcha todo lo que estuvo a su alcance para lograr el objetivo. Se argumenta por la defensa que su cliente: “no participó en la confección del documento supuestamente falso porque no hay prueba de ello, y añade que el fraude que se le adjudica es un delito doloso y no culposo”. Pero lo que la prueba enseña no es por supuesto que él lo haya elaborado, pero sí que fue la persona que solicitó su elaboración como quiera que era el directo interesado; además, que conoció su contenido e hizo plasmar en la escritura que obraba en calidad de representante legal sin serlo. 
- Está claro que con tal propósito solicitó y obtuvo en tiempo récord y en circunstancias bien censurables la referida certificación de la funcionaria del Ministerio de Protección Social. 

- De ese modo, con el aval de esa autoridad, no dudó en gestionar la venta del predio HAWAY, a cuyo efecto se hizo acompañar de varias autorizaciones, a saber: (i) del Presidente del otro SINDICATO NACIONAL encabezado por ALBERTO PARDO BARRIOS, quien no obstante pregonar el liderazgo y representación legal de la entidad a nivel nacional, no enseñó en momento alguno el soporte documental que así lo acreditaba, e incluso tuvo que aceptar que era el grupo liderado por SAÚL PEÑA quien recaudaba los aportes provenientes de los afiliados, como situación que demuestra la legitimación para el efecto; (ii) de una vocera del grupo del citado PARDO BARRIOS que se desplazó a verificar la venta, BLANCA MIRYAM DAVID SALAZAR, personajes ambos que vinieron a declarar a su favor en juicio como testigo de la defensa, pero que igualmente están siendo investigados por su actuar indebido -enajenación similar de otros bienes-; y (iii) del voto favorable de una parte de la Asamblea Seccional, cuyos integrantes permitieron una venta que no debían autorizar y por un precio muy inferior al estimado, a cambio de lo cual recibieron de a $15’000.000.oo cada uno fruto de la repartición del producto de la enajenación por el menor valor, sin que el cuantioso recaudo restante que recibió en forma personal y directa ESCOBAR GÓMEZ del comprador FRANCISCO HORACIO GIRALDO -el hoy acusado entregó apenas 285’000.000.oo a 19 personas amigas de la Subdirectiva, y dejó en el limbo el destino de los 915’000.000.oo restantes-, haya ido a parar a las arcas de la organización sindical como era lo esperado de conformidad con el artículo 89 de los estatutos -así lo dio a conocer el señor FABIÁN ARDILA en su condición de Presidente de la Subdirectiva Seccional y el tesorero URIEL DE JESÚS ARENAS ROJAS-. Es decir, esa plata se perdió. 
- Tal actividad dio lugar a que los restantes afiliados del sindicato que habían hecho aportes desde hacía muchos años para la adquisición, mejoramiento y mantenimiento del referido predio, vieran frutadas sus expectativas económicas ante la inusitada venta del inmueble, incluso por un precio muy inferior al que se había estimado al momento de realizarse su avalúo pericial -$1.790’880.000.oo-. Lo que se tradujo en un perjuicio para muchos (aquellos con ocasión de la liquidación del ISS tuvieron que pasar forzosamente a otras empresas de la Seguridad Social), en beneficio de unos pocos (los que seguían figurando como afiliados al ISS, y eso que no todos, como fue el caso de la señora DORA CRISTINA BLANDÓN, quien en su condición de Asambleista Seccional se negó a recibir el dinero ofrecido -los quince millones- porque no estuvo de acuerdo con esa transacción y lo que iba a pasar con el recaudo de la venta, como situación que demuestra desde luego que el hoy acusado ya estaba advertido desde antes -entiéndase dolo-).
Un proceder de esa naturaleza, que desborda facultades, que va en contravía de lo establecido, que engaña, y que genera un perjuicio indebido con el consiguiente beneficio propio y de terceros, no puede estimarse ajustado a derecho. 

Segunda conclusión: El acusado era sabedor que no podía obrar en la forma en que lo hizo, no solo por no contar con la representación legal de la organización sindical a nivel nacional, sino porque los avales que obtuvo no eran los debidos en una situación como la aquí denunciada, ni los términos de la negociación estuvieron ajustados a los parámetros preestablecidos. Se presentó por tanto un uso indebido del documento espurio a sabiendas de la causación de un daño.

· TERCER TEMA: FRAUDE PROCESAL POR INDUCIR EN ERROR A SERVIDOR PÚBLICO PARA OBTENER SENTENCIA, RESOLUCIÓN O ACTO ADMINISTRATIVO CONTRARIO A LA LEY (¿lo obtenido no constituye ni sentencia, ni resolución, ni acto administrativo por tratarse simplemente de un acto de publicidad?; ¿tenía que ser directamente el acusado quien llevara la documentación pertinente ante el Registrador de Instrumentos Públicos?; ¿hubo abuso del poder de parte de las directivas nacionales al inscribir un usufructo del bien con miras a impedir la venta o alguna transferencia de la nuda propiedad?; y ¿se consumó la conducta ilícita atribuida, o se requería un acto ulterior para demostrar su perfeccionamiento?) 

Se controvierte por la unidad defensiva lo atinente al fraude procesal llevado a cabo ante el Registrador de Instrumentos Públicos con argumentos atinentes tanto al no cumplimiento de los elementos objetivos del tipo, como de la no participación directa del acusado en ese particular evento. 
Se asegura en primer término, que si bien lo que emite la Oficina de Instrumentos Públicos tiene las características propias de un acto administrativo, en este caso particular el funcionario no toma ninguna decisión o determinación jurídica, se trata simplemente de un acto de publicación o publicidad en cuanto la inscripción en el registro tiene por finalidad principal ilustrar al público en general acerca de la transmisión de un determinado derecho de dominio. 
Esa argumentación va en contravía de lo establecido pacíficamente por la jurisprudencia nacional. En efecto, el juez a quo trajo a colación un precedente del órgano de cierre en materia penal por medio del cual se concluyó que el fraude procesal sí se presentaba en los eventos acaecidos ante el Registrador de Instrumentos Públicos. Textualmente se asegura en el aparte pertinente: “Lo cierto es que el acto de inscripción y su anotación en el folio de matrícula correspondiente por parte del Registrador de Instrumentos Públicos, en ejercicio de su cargo y en cumplimiento de sus funciones, constituye un acto administrativo que crea una situación jurídica particular y surte efectos frente a terceros, razón por la cual el Tribunal no incurrió en el error reprochado en la demanda al dar por estructurada la conducta del fraude procesal”

Era deber por tanto del censor expresar en forma suficiente por qué esa línea jurisprudencial se encuentra equivocada, ya que más allá de aceptar que en verdad se está en presencia de un verdadero acto administrativo, acerca de lo cual no cabe discusión, estaba en el deber de demostrar por qué el hecho de tratarse de una modalidad específica, concretamente de uno que tiene que ver con la “publicidad frente a terceros”, esa categoría le hacía perder relevancia al punto de no ameritar frente a él la configuración del punible de fraude procesal. Pero una tal aseveración es infundada, porque como es sabido, el tipo penal no distingue para esos efectos entre los diversos actos administrativos, cuando lo realmente sustancial es que se trate de un servidor público que lo emita en ejercicio del cargo y en cumplimiento de sus funciones, y que además genere efectos jurídicos válidos frente a todos los coasociados. 
Pero si de seguir el hilo conductor del argumento esgrimido por la defensa se trata, tendría que recordarse que la labor de registro constituye un acto administrativo complejo, el cual inicia con la radicación de la documentación requerida, seguida de su respectivo análisis y su ulterior aprobación o rechazo. No se trata por tanto de una operación automática, sino de una actividad en la cual media una determinación jurídica del Registrador que puede ser positiva o negativa para los intereses de quien reclama la inscripción, y que incluso en caso dado debe ser motivada con miras a no quebrantar el debido proceso. 

De ese modo, el aseverar que: “el registro puede que sea contrario a los intereses de terceros, pero no contrario a la ley”, no puede ser válida, porque desde luego, si un registro contraría injusta e inmotivadamente derechos de terceros, debe entenderse igualmente contrario a la ley. 
Estando claro lo anterior, lo que sigue es establecer si era indispensable para la configuración del punible exigir que fuera el aquí acusado el que en forma personal y directa hiciera la radicación de la documentación ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, como queriéndose indicar que si no fue él quien así procedió, entonces debe tenerse como ajeno a esa ilicitud. 

Pero el entendimiento es equívoco, porque básicamente ese acto de presentación se muestra secundario a uno principal consistente en el acuerdo y autorización efectuado desde el momento mismo en que se protocolizó la escritura pública de venta ante el Notario Quinto de este Círculo, acto en el cual quedó debidamente consignada la voluntad del vendedor -hoy acusado- para que el título representado en esa escritura fuera llevado ante el Registrador de Instrumentos Públicos lo cual se haría por intermedio del vendedor quien sufragaría los gastos de anotación y registro. 
Se trata desde luego de un acto de determinación y delegación del vendedor CAMILO ALBERTO ESCOBAR hacia el comprador que por supuesto lo comprometía en esa finalidad común, independientemente de que no fuera el vendedor quien de manera personal y directa llevara la documentación ante la Oficina de Registro, ni a quien le correspondiera sufragar el costo. En otras palabras, el llevar esa escritura pública a Registro constituía un acto dispositivo que se llevó a término no solo por la voluntad del comprador, sino también con el consentimiento expreso y la determinación del vendedor ESCOBAR GÓMEZ. 

Tanto el dolo como la consumación del reato son evidentes en cabeza del justiciable, porque como es sabido y se extrae en forma elocuente del relato vertido bajo juramento en juicio por parte del verdadero representante legal de la entidad, nos referimos al denunciante SAÚL PEÑA SÁNCHEZ, la organización quiso salirle al paso a la posible venta de ese fundo y para el efecto inscribió en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira un usufructo como nuda propiedad que potencialmente impediría una eventual transacción. Empero, contra todo pronóstico, se supo que los interesados en la negociación, entre ellos por supuesto el aquí procesado ESCOBAR GÓMEZ, buscaron la manera de levantar ese usufructo y lo lograron, con lo cual, una vez hecho eso procedieron poco tiempo después a registrar la venta del inmueble HAWAY. Y valga la pena aclarar que no es como se afirma, que: “se intentó el registro de una servidumbre pero no se logró”, porque anotación sí hubo y estaba en firme, pero ocurrió que de manera igualmente extraña, como lo explicó ampliamente en su disertación el denunciante, esa anotación fue anulada con miras a permitir el registro de esa venta. 
Significa lo anterior, que ese acto de inscripción en el Registro no fue fácil, ya que tuvieron que mediar actos preparatorios debidamente planeados sin los cuales una tal finalidad no se habría logrado. 

Se pretende ahora sostener que en ninguna de esas actuaciones propias del registro participó el acusado, lo que por supuesto, como ya se dijo, se sale de contexto; pero además, que no se allegó prueba respecto a que él se quedara con el multimillonario capital restante fruto de la venta, como queriéndose decir que la carga de la prueba en tal sentido le correspondía al Estado y que el procesado CAMILO ESCOBAR no estaba en la obligación de ofrecer ninguna explicación a ese respecto. Pero nada más alejado de la realidad, por lo siguiente:
El delito se entiende configurado en el momento de su consumación, no se requiere la demostración de su perfeccionamiento o agotamiento. Es suficiente con probar, como aquí efectivamente quedó establecido, que fue el vendedor CAMILO ALBERTO quien recibió el dinero producto de esa transacción, por demás curiosamente “en efectivo” -según se lee en el texto de la escritura- de manos del comprador, sin que se tenga adicionalmente que demostrar que fue él -el acusado- quien se lo gastó o se lo consumió. Lo importante es que ese caudal nunca llegó a las arcas del sindicato como se supone tenía que ser de conformidad con las normas estatutarias. 

Tercera conclusión: El comportamiento llevado a cabo frente al Registrador de Instrumentos Públicos sí es constitutivo de fraude procesal, y esa conducta la llevó a cabo el vendedor por intermedio del comprador, objetivo hacia el cual dirigió todos sus esfuerzos, incluido el levantamiento de la anotación del usufructo o servidumbre que había sido diseñada para evitar una tal transacción que daría lugar a la consumación de un apoderamiento en perjuicio de los asociados de esa organización sindical, y en beneficio propio o de terceros.
· CUARTO TEMA: INTERVENCIÓN DEL SEÑOR FRANCISCO HORACIO GIRALDO CASTAÑO A ESTA ALTURA PROCESAL COMO PERJUDICADO EN EL ASUNTO (¿hubo un adecuado entendimiento del delito de estafa?, ¿es una o son dos las víctimas en los ilícitos juzgados?, ¿debe concederse participación procesal al comprador con miras a intentar oponerse a las órdenes emitidas en la sentencia penal?, ¿puede hacer uso y en qué términos del incidente civil de reparación integral para intentar la reparación efectiva?)
La situación materia de controversia es bien particular, por lo siguiente:
La actitud procesal asumida por el señor GIRALDO CASTAÑO ha sido ambivalente, ambigua o quizá reticente, como quiera que si bien intervino como testigo de la Fiscalía, en momento alguno solicitó en forma expresa se le reconociera como víctima dentro de las oportunidades que la ley establece para el efecto, entiéndase audiencia de acusación y preparatoria. Ello significa que lo que hoy plantea y solicita en escrito presentado por medio de apoderado cuando ya el expediente se encontraba en segunda instancia para resolver el recurso de apelación de la sentencia, no lo quiso manifestar ante el juez de primer grado y por lo mismo no hubo lugar a ningún pronunciamiento en esta materia. 

A esta altura procesal se acude para que: (i) se le reconozca como víctima y no solo como tercero incidental, dado que en el hecho no solo fue afectado el Sindicato Nacional de Trabajadores del ISS, sino él en su condición de comprador del inmueble denominado HAWAI; (ii) se aniquile la orden emitida en el fallo de primer grado en el sentido de anular la escritura pública del predio que adquirió, lo mismo que la anotación en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos; y (iii) se le reconozcan y paguen unas mejoras que asegura haber efectuado en ese predio y de las cuales no se debe aprovechar la organización sindical que sí se hizo parte como víctima dentro del período de juzgamiento, como quiera que eso sería patrocinar un enriquecimiento sin causa. 
Para resolver lo pertinente, debe la Corporación penetrar en el delito contra el patrimonio económico que fuera inicialmente atribuido al justiciable, esto es, la estafa agravada, cargo por el que finalmente se absolvió en la primera instancia, con la debida salvedad que ese análisis se efectuará exclusivamente para desentrañar quién o quiénes en realidad poseen la condición de afectados en ese proceder, dado que en cuanto a la responsabilidad misma nada se debe decir por no haber sido tema materia de apelación. 
Como se aprecia, el Tribunal ha compartido todo o casi todo lo argumentado por la Fiscalía, el apoderado de víctimas, la Procuradora Judicial y el señor juez de instancia, en lo que fue materia de impugnación; empero, en lo que atañe en particular con el tipo penal de estafa, se observa un desfase en el siguiente sentido:

No se sabe bien la razón por la cual la delegada Fiscal orientó la parte fáctica de su intervención a pregonar el engaño y consiguiente afectación patrimonial en la persona jurídica del Sindicato Nacional de Trabajadores del ISS, pero dejó de lado lo propio con respecto al comprador del bien inmueble. Tal situación dio lugar a que por parte de la delegada de la Procuraduría Judicial se argumentara en sus alegatos conclusivos, que inducción en error nunca se había dado en las directivas del sindicato como quiera que en momento alguno hubo contacto entre ellas y el aquí procesado, a consecuencia de lo cual lo que procedía era la absolución, para a continuación solicitar la compulsa de copias para que se investigara tanto un posible enriquecimiento ilícito de parte del acusado, como la estafa de la que posiblemente había víctima el comprador GIRALDO CASTAÑO. Ese argumento, en apariencia indiscutible, caló en el señor juez de primer grado, quien concluyó su fallo con la absolución por estafa precisamente con similar motivación, y la orden de compulsar copias para que se investigara el enriquecimiento ilícito de particulares, mas no la estafa en la persona del comprador, esto último quizá, suponemos, porque de hacerlo se estaría afectando el principio del non bis in ídem o no dos veces lo mismo, y la res iudicata o cosa juzgada.

En criterio del Tribunal, esa postura del Ministerio Público avalada por el funcionario a quo, ameritaba un análisis diferente, pero no en cuanto en efecto no existió inducción en error por medio de artificios o engaños en los directivos del sindicato, porque en realidad ningún contacto existió entre estos y el hoy acusado, sino porque se pasó por alto que en el delito de estafa uno puede ser el engañado y otro el afectado; es decir, es perfectamente válido que la inducción en error y la afectación económica no concurran en un mismo sujeto pasivo de la acción. Lo que se acaba de asegurar no lo pregona la Sala, lo ha afirmado tanto la doctrina como la jurisprudencia.  Obsérvese:
Si bien hoy por hoy está jurisprudencialmente claro que no es el delito de fraude procesal el llamado a aplicarse en las actuaciones realizadas ante Notario
, al quedar debidamente decantado que el Notario es un particular que presta una función pública delegada por el Estado, y como tal se limita a dar fe de lo que ante él se presenta sin emitir ninguna determinación; pero además, que la Escritura Pública no es en sí misma y en estricto sentido jurídico un acto administrativo. Todas ellas situaciones que se vinieron a depurar a partir del pronunciamiento que efectuó la Corte Constitucional sobre el punto, concretamente en la sentencia C-093 de marzo 18 de 1998, por medio de la cual se concluyó que el trámite notarial no es de naturaleza procesal, y ello fue por supuesto acogido en adelante por la Corte Suprema de Justicia. No puede pasar desapercibido que esta última Alta Corporación en eventos de similar naturaleza, es decir, en las actuaciones adelantadas ante Notario, ya había dejado en claro desde mucho antes que en esos eventos de todas formas era factible el concurso efectivo con el tipo penal de estafa, dado que ese trámite ante el Notario sí podía servir de medio engañoso para inducir en error a esa autoridad en perjuicio del patrimonio de un tercero. Textualmente se dijo: “Pero resulta que la mencionada calificación sumarial también se ofrece incompleta, pues era evidente la actualidad de los derechos hereditarios conculcados por la maniobra engañosa de las dos procesadas, quienes, a pesar del egoista animus lucrandi y del real perjuicio económico ocasionado a los herederos desconocidos, no fueron acusadas por el concurrente delito de estafa (art. 26 C. P. ), no empece que en la situación jurídica si se había formalizado tal imputación”

Y ello tiene sentido precisamente porque, se itera, las maniobras engañosas pueden llevarse a cabo en una persona distinta del directamente afectado patrimonialmente. Afirmación respecto de la cual ha sido coincidente la doctrina, como puede apreciarse en el siguiente aparte: “[…] el sujeto errante puede ser el titular del patrimonio, caso en el cual coincidirán el engañado y el perjudicado con el delito. En otras ocasiones uno es el engañado y otro el perjudicado: como en el ejemplo del vendedor de un comercio que es engañado para entregar una mercancía, pero en el que el perjuicio lo recibe el propietario de la tienda comercial” 
. 

Siendo así, como en efecto lo es, aunque ya la determinación en tal sentido resulta inmodificable al no haber sido tema materia de apelación, tal situación no impide asegurar para los efectos concretos que aquí nos corresponde establecer, que con un mismo acontecer fáctico resultaron dos personas afectadas, una de ellas, por supuesto, el Sindicato Nacional de Trabajadores del ISS, a quien se despojó del citado inmueble; y otra, la persona del comprador que invirtió su patrimonio en un negocio que se encontraba viciado. 

Escapa al ámbito de esta Corporación determinar si el comprador obró de buena o de mala fe, aunque la primera se presume, o en otras palabras, si fue en realidad engañado o actuó a propio riesgo a sabiendas del potencial vicio existente, quizá en consideración al bajo precio en que recibió la cosa. Debate que quedó relegado en virtud a las omisiones aquí advertidas. Empero, quedan claras al menos tres situaciones: (i) que en realidad el comprador pagó un dinero por ese inmueble; (ii) que el título -escritura pública- y el modo -inscripción en la Oficina de Registro-, por medio de los cuales se transfirió a su nombre el derecho de dominio, fueron anulados por orden del fallo de primera instancia; y (iii) que esa anulación se dio a consecuencia de la demostración de los punibles de uso de documento público falso y fraude procesal. Luego entonces, independientemente de la discusión que plantea el libelista acerca de si estamos en presencia de una verdadera víctima o de un tercero incidental, es lo cierto que en cabeza del señor FRANCISCO HORACIO GIRALDO concurre la condición de perjudicado
 y por lo mismo le surge un derecho a oponerse a la determinación judicial adoptada en tal sentido. 

Aclarado lo anterior, lo que corresponde sostener es que si bien se le deberá reconocer la calidad de interviniente para los fines procesales pertinentes, como así se dejará consignado en la parte resolutiva del presente fallo en atención que no existe norma prohibitiva que ponga límite a ese reconocimiento, con mayor razón cuando la afectación jurídica surge de lo decidido en la sentencia de primer grado, no puede correr la misma suerte lo atiente a las pretensiones que a su favor se aducen, por múltiples razones, a saber:

1.- Así se quisiera, no es posible que se decreten y valoren las pruebas documentales que fueron presentadas en esta segunda instancia en lo atinente a la realización de unas supuestas mejoras en el predio objeto de restitución, dado que esa posibilidad no existe en el procedimiento penal vigente.  

2.- Lo argumentado y decido por el juez a quo en relación con la anulación de la escritura y la anotación en la Oficina de Registro, está ajustado a derecho y como tal esta Corporación lo avalará, entre otras cosas, porque era un deber ineludible de la judicatura restablecer el derecho conculcado en cabeza de la organización sindical, a cuyo efecto fue referida adecuadamente por el fallador la jurisprudencia atinente a esa materia -casación penal 42737 de 2013-, sin que el memorialista la desconozca, antes por el contrario, los precedentes que cita corroboran esa línea jurisprudencial. 
3.- No es esta la oportunidad procesal para discutir si hay lugar a reconocer el derecho al pago de esos emolumentos que ahora se reclaman: (i) porque todavía no está en firme el presente fallo; y (ii) porque eventualmente ello deberá ser materia de debate en el correspondiente incidente de reparación integral de perjuicios, que dicho sea de paso como es bien sabido, se podrá adelantar única y exclusivamente en contra del penalmente responsable, no en contra de la otra víctima que incluso no estaría ni siquiera obligada a comparecer, en nuestro caso el Sindicato Nacional de Trabajadores del ISS. Luego entonces, estuvo bien la manifestación del juez de primer grado cuando puso de presente que las reclamaciones que tuviera a bien hacer el señor FRANCISCO HORACIO GIRALDO, tenían en principio su sede propia ante la jurisdicción civil. 
Cuarta conclusión: Se le debe reconocer en este momento la condición de interviniente procesal con derecho a oponerse a la determinación de anulación decretada en la escritura pública y en el registro, al comprador del inmueble señor FRANCISCO HORACIO GIRALDO CASTAÑO; empero, no es este el espacio procesal apropiado para debatir la acreditación y pago de las supuestas mejoras que dice haber efectuado en el predio materia de restitución, con miras a precaver un eventual enriquecimiento sin causa. 
Así las cosas, el Tribunal declarará que el fallo confutado se encuentra ajustado a derecho en lo que fue tema materia de recurso, y existen razones suficientes para avalar la determinación adoptada por la primera instancia, con las observaciones y aclaraciones indicadas en el cuerpo motivo de esta providencia.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
FALLA
PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo objeto de impugnación en todo lo que fue materia de apelación. 
SEGUNDO: SE RECONOCE personería para actuar a los profesionales del derecho Dr. CAMILO ANDRÉS BARACALDO CÁRDENAS y PEDRO FELIPE OROZCO COBOS, para que actúen como apoderados principal y sustituto, respectivamente, de conformidad con el poder conferido, a nombre del señor FRANCISCO HORACIO GIRALDO CASTAÑO, a quien se tendrá como interviniente procesal en el presente asunto. 
TERCERO: SE DECLARA que no hay lugar a modificación o suspensión alguna de lo decidido en el numeral sexto de la parte resolutiva del fallo de primera instancia, por las razones indicadas en el cuerpo motivo de esta providencia, y que el afectado con esa determinación puede acudir ante la jurisdicción civil para hacer las reclamaciones pertinentes frente a la otra víctima reconocida en el proceso -Sindicato Nacional de Trabajadores del ISS-, o acudir al incidente de reparación integral una vez adquiera ejecutoria el presente fallo, pero única y exclusivamente para hacer efectivo el pago de perjuicios frente al declarado penalmente responsable.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación, que de interponerse habrá de hacerse dentro del término de ley.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Se ignora concretamente el precio de la transacción porque en la escritura se fijó en $580’000.000.oo, el acusado habló de $700’000.000.oo, pero el comprador sostiene que fueron $1.200’000.000.oo, y se asegura que lo entregado por el acusado a cada uno de los asambleístas que apoyaron la venta ascendió a $15’000.000.oo, con fundamento en ese menor valor.


� C.S.J., SP., radicado 30148 de 2010, que guarda armonía con las providencias emitidas en los radicados 31759 de 2009, 41453 de 2013 y 43716 de 2014, entre otras.


� Cfr. C.S.J., rad. 31848 de abril 21 de 2010, ratificada en los radicados 42258 de octubre 16 de 2013, y más recientemente en el 45589 de 2016. 


� Cfr. C.S.J. Sentencia del cinco (5) de Diciembre de 1996, M.P. Dr. Jorge Aníbal Gómez Gallego.


� Cfr.CORREDOR PARDO, Manuel, “El Delito de Estafa”, en Lecciones de Derecho Penal, Parte Especial, Universidad Externado de Colombia, edición 2003, pg. 337. 


� Quienes pueden hacer reclamación son todos aquellos que tengan la condición de afectados, independientemente de si el agravio recibido lo fue de manera directa o indirecta, para cuyo efecto lo importante es la existencia del agravio y no las condiciones de la imputación del mismo, de conformidad con lo concluido en la sentencia C-516/07.  
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